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	Asunto:
	Se conoce por apelación interpuesta por el representante de las víctimas, contra el auto que admitió una terminación anticipada por vía de negociación entre Fiscalía y acusado.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que siendo las 3:40 a.m. del día ocho (8) de diciembre de 2006, tres (3) jóvenes de raza negra pasaban por la carrera 16 con calle 28 del barrio San Nicolás de Pereira, dos de ellos se detuvieron en la vía junto a un poste para hacer una necesidad fisiológica, momento en el cual pasaron otros cuatro (4) personajes “mestizos” quienes les dijeron a aquellos: “negros hijueputas, qué hacen, no se orinen en las esquinas”. Uno de los morenos de nombre HARLINTON EUCLIDES, les replicó: “porqué nos dicen eso si no estamos haciendo nada malo, cójanla suave”. A continuación, uno de los integrante del otro bando respondió: “suban y tráiganme la vaina”.
Quien aparece ahora como acusado, esto es, el moreno DEIVI ALEXANDER, compañero de HARLINTON, se fue a alegar con los reclamantes mientras éste último y el menor de nombre WILLIAM ANDRÉS siguieron la ruta. Para ese instante, DEIVI fue rodeado por los del otro grupo a consecuencia de lo cual sacó un instrumento punzante que tenía consigo y arremetió contra JORGE ANDRÉS LONDOÑO TABARES a quien hirió en el pecho con las graves consecuencias ya conocidas. 

Sucedido lo anterior, los tres (3) morenos huyeron y la policía una hora más tarde logró la aprehensión de HARLINTON y del menor quienes se ocultaron en una vivienda, personas éstas que rindieron declaración y señalaron como autor material del crimen a quien conocen como “KIKE” (Edwin Enrique), individuo en contra del cual se expidió orden de captura y de quien se supo posteriormente que su verdadero nombre era DEIVI ALEXANDER MOSQUERA VELÁSQUEZ.  
1.2.- Por esos hechos, se llevaron a cabo audiencias preliminares de legalización de orden de captura, imputación y medida de aseguramiento a petición del Fiscal de la URI. En esa oportunidad, el imputado NO ACEPTÓ el cargo que se le formuló por HOMICIDIO AGRAVADO en calidad de autor, al estimar el ente acusador que concurría como circunstancia específica la contenida en el numeral cuarto (4º) del artículo 104: “por motivo fútil”.
1.3.- Ante la no aceptación de cargos, el trámite procesal continuó su curso ordinario hasta la presentación formal del escrito de acusación al Juzgado de Conocimiento, momento en el cual el señor Fiscal Trece de la Unidad de Vida, decide eliminar del pliego acusatorio la agravación específica ya anunciada, en atención a que: “luego de analizar los resultados del programa metodológico de investigación, en especial, las versiones de los testigos HARLINTON EUCLIDES MURILLO PALACIOS y WILLIAM ANDRÉS RODRÍGUEZ MURILLO, la primera de ellas recibida por el Fiscal de la URI y la segunda por el Juez Primero de Menores de Pereira, encuentra que después de formular la imputación por el fiscal de la URI han sobrevenido nuevos elementos cognoscitivos que afectan la base probatoria del agravante del numeral 4º del artículo 104 del C.P. (motivo fútil), por cuanto las expresiones que la víctima lanzó a quien se convirtiera posteriormente en su agresor fueron importantes en el marco de las circunstancias en que se presentó el exagerado reclamo verbal, por lo que a criterio de este despacho Fiscal desnaturaliza la causal que se funda en motivo insignificante, es decir, sin razón de ninguna naturaleza, por lo que se entenderá que en este caso la calificación jurídica es únicamente por el delito de HOMICIDIO SIMPLE, de acuerdo con lo dispuesto en el título I, delitos contra la Vida y la Integridad personal, capítulo segundo, artículo 103 del Código Penal”.
1.4.- Convocadas las partes para la audiencia de aprobación de la negociación e individualización de pena y sentencia, se dio a conocer a la señora Juez de Conocimiento la voluntad de las partes en preacordar, a cuyo efecto se expresó que el acusado, debidamente asesorado de su defensora pública, admitía su responsabilidad en el HOMICIDIO endilgado, pero en la modalidad de SIMPLE VOLUNTARIO y no AGRAVADO como se había sostenido en un comienzo; a cambio de esa aceptación, se le concedería una rebaja del cuarenta por ciento (40%) de la pena a imponer por la falladora como único beneficio.

El señor Fiscal, hizo saber, que la variación en la calificación obedecía al hecho de contar con una información válida y sobreviniente a la inicial imputación, la cual consistía en los relatos de HAMILTON EUCLIDES MURILLO PALACIO y el menor WILLIAM ANDRÉS RODRÍGUEZ MURILLO, de los cuales se extrae que la víctima lanzó expresiones fuertes a quien se convirtió en su agresor y ahora es acusado, con lo cual, no se puede aseverar que existió la susodicha causal de agravación consistente en un motivo fútil, habida consideración a que no se obró por un motivo insignificante.
La a quo dio aprobación al acuerdo en esos término, pues consideró que era válido hacer dejación de la agravante por prueba sobreviniente, a cuyo efecto citó decisión de esta misma Sala; igualmente, sostuvo, era viable el descuento punitivo propuesto. 

Al ser enterado de esa determinación, el profesional reconocido como apoderado de las víctimas, hizo expresa su inconformidad con los términos de la negociación y por lo mismo recurrió en apelación la decisión adoptada en la primera instancia. Es la razón para que los registros se hallen ante esta Corporación a la espera de finiquitar el asunto.

2.- El Debate

2.1.- Apoderado de las víctimas (recurrente)
-La modificación introducida por el delegado Fiscal a la imputación, a favor del acusado, tiene por sustento las expresiones de la víctima contra el hoy acusado; sin embargo, lo que se extrae de las versiones de su primo y del menor que los acompañaba, es que el motivo para asesinar tuvo por origen el reclamo que se le hizo para que no orinara en vía pública a las tres de la mañana.

-Es bien subjetivo lo del “motivo fútil”, es decir, algo trivial, sin mayor importancia. Para el caso, es admisible que se haya presentado un reclamo por estar orinando en la calle, siendo ésta la única causa del desenlace funesto. En esos términos no es posible premiar la intolerancia.
-Aquí no hubo riña. No hubo discusión frontal. Sólo la reclamación seguida de la puñalada. 
-Advierte que la Fiscalía está concediendo una gracia que es contraria a ley, puesto que para llegar al preacuerdo cambió el cargo de Homicidio Agravado por el de Homicidio Simple, pero a renglón seguido le concedió al imputado un descuento del 40% de rebaja, situación que está prohibida, porque con lo primero ya existía una ventaja punitiva que debería ser la única posible. Se trataba de beneficios que no se podían acumular.
-Solicita se revoque la decisión para que se llegue a un acuerdo en condiciones diferentes, ya eliminando la agravante, ora reconociéndose el descuento del 40%, pero no las dos cosas a la vez. De no ser así, entonces que se lleve a cabo el Juicio Público.
2.2.- Fiscal (no recurrente)

-De conformidad con los nuevos pronunciamientos de la Corte Constitucional, las víctimas no pueden proyectar una apelación sin conocimiento del caso. El Fiscal URI tiene un conocimiento muy primigenio de la realidad probatoria, razón por la cual obra sin un conocimiento amplio de la situación. Es posible entonces esperar una equivocación de su parte que puede ser advertida con posterioridad. Y eso fue lo que ocurrió en este caso.
-Un trabajo investigativo posterior, permitió allegar nuevos y mejores elementos de juicio que le hicieron desechar el agravante por impertinente. Muy específicamente, las declaraciones de los acompañantes del acusado, al igual que de la madre del occiso, de cuyas exposiciones se extrae que en momento alguno existió un motivo diferente a los reclamos y posteriores agresiones verbales entre los presentes.
-No existe prosperidad alguna para la agravación, con lo cual, es la acusación el momento apropiado para hacer el cambio respectivo.

-El señor apoderado de las víctimas, no dice que antes del preacuerdo ya existía un escrito de acusación, es decir, que es falso que se esté dando lugar a un doble beneficio. Lo único cierto es que el preacuerdo tuvo como soporte la acusación por un Homicidio Simple.

-De lo que se trató entonces, fue de un malentendido entre jóvenes, discutieron y no se hizo esperar la lesión mortal. Podría decirse que efectivamente el reclamo por orinar era merecido, pero también es de argumentarse que en ese caso debería haberse llamado a la policía, con lo cual, se habrían evitado los posteriores improperios que dieron lugar a la confrontación. En realidad, no fue el reclamo inicial la causa de todo esto, sino, más bien, lo que ocurrió después de ese insuceso.
-Entiende que lo fáctico y lo jurídico deben ir de la mano; con lo cual, no ve por parte alguna que se esté violando ninguna garantía fundamental, incluido el principio de legalidad.

2.3.- Defensa (no recurrente)
-La señora Juez tuvo como base para aprobar el preacuerdo una decisión anterior de esta misma Corporación, en donde se hace énfasis, con apoyo en doctrina sobre la materia, que las partes hacen uso del factor tiempo en el tema de las negociaciones, como quiera que en caso de no preacordar prontamente, se corre el riesgo de transar en condiciones menos ventajosas ante el hallazgo de nuevas evidencias.
-Coadyuva la petición del Fiscal y la decisión de la a quo, por cuanto no se ha violado derecho o garantía fundamental alguna. Por el contrario, las víctimas tienen unos derechos bien específicos dentro de esta actuación, entre ellos el encontrar verdad, justicia y reparación. Todos ellos están garantizados como quiera que habrá una condena, la misma será justa, se sabrá la verdad y serán indemnizados. Ahora bien, de no estar de acuerdo con la negociación, queda el camino expedito para acudir a la jurisdicción civil a efectos de garantizar la consecuente indemnización.
-Si lo que se pretende es recriminar la valoración probatoria del Fiscal y escrutar el verdadero alcance de esta investigación en lo que a la agravante se refiere, el único camino viable es llegar al juicio y allí se sabrá quién tiene la razón, antes no. 

-Reprocha el representante de las víctimas que se estén haciendo dos rebajas, sin embargo, esto no lo planteó cuando interpuso el recurso de apelación en la primera instancia. En esas condiciones, la señora Juez no tuvo ocasión de pronunciarse acerca de esa situación.

-Si nos atenemos a la prueba recaudada, se podría decir que de los testimonios se extrae que estas personas rodearon al aquí acusado; luego entonces, en tan particular circunstancias hasta cabría hablar de una legítima defensa, de un exceso en la misma, o de una circunstancias de atenuación propia de la ira. No obstante, se prefirió la negociación y con ello un aporte a la Administración de Justicia.
2.4.- Procurador Judicial (no recurrente)

-Sólo existen dos posibilidades. O se va a juicio, o se negocia. De irse a un juicio la Fiscalía, seguramente podría argumentarse la existencia de una legítima defensa o su exceso como bien lo indica la defensa. De igual modo, podría llegar a discutirse si hubo o no la citada agravante. Pero de lo que se trata aquí es de establecer si la negociación que se pone de presente es o no conforme con las disposiciones legales y constitucionales.
-Es bien cierto que el doble beneficio en estos casos está proscrito; pero, aquí la imputación varió, no por causa del preacuerdo, sino por el contenido del escrito de acusación que presentó la Fiscalía a iniciativa propia.
-Le parece, que lo que aquí debía reconocerse es una aceptación simple y pura, con el consecuente descuento de “hasta la mitad” de la pena, y no el 40% que se dejó consignado en el acta de la negociación. Lo dicho, porque si el procesado no aceptó cargos en un primer momento, fue por el hecho de haberse mencionado una agravante específica que no correspondía.

-Centrándose en el derecho de las víctimas, recuerda que uno de los objetivos del proceso es nivelar los poderes entre las partes, a consecuencia de lo cual se debe aplicar lo favorable al acusado por la desigualdad frente al Estado. En ese sentido, la determinación más consecuente con ese pensamiento, es la de considerar que la forma como se llegó al preacuerdo satisface las expectativas de las víctimas. 
Por no existir violación a garantía fundamental alguna, se une al criterio del Fiscal y la Defensa en orden a pedir la confirmación del proveído.

3.- La Decisión

Nos encontramos ante un hecho consolidado probatoriamente en su contorno esencial, esto es, que no hay duda en cuanto a la existencia de un punible de HOMICIDIO, como quiera que una persona falleció violentamente a manos de un semejante. El dictamen científico sobre la causa del deceso nos explica que quien en vida respondía al nombre de JORGE ANDRÉS LONDOÑO TABARES: “falleció por paro cardiaco secundario a taponamiento cardíaco producido por hemopericardio, debido a herida por arma cortopunzante de ventrículo derecho”; esto es, instrumento compatible con el que se dice fue utilizado por MOSQUERA VELÁSQUEZ contra su ocasional oponente, y zona del cuerpo afectada igualmente compatible con el accionar atribuido.
La polémica la circunscriben las partes a si ese hecho delictivo consumado se llevó a cabo “por un motivo fútil”, o, por el contrario, en su desarrollo no se aprecian causales de agravación y por lo mismo el injusto debe entenderse efectuado en forma simple. Lo anunciado es realmente trascendente, habida consideración a que si en verdad concurre la alzaprimada categoría de mayor punición, como lo pregona el representante judicial de las víctimas, no se debería admitir el preacuerdo en atención a que a más de hacer dejación la Fiscalía de una causal de agravación específica, no cabría la posibilidad de conceder en exceso al acusado un adicional descuento del 40% de la pena, por expresa prohibición legal (art. 351.2 de la Ley 906 de 2004, cuando estipula: “…Si hubiere un cambio favorable para el imputado con relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja compensatoria por el acuerdo”).
Observamos que la parte inconforme hace énfasis en todo lo que tiene que ver con los albores de la actuación, para recordar lo sostenido por la Fiscalía al momento de hacer la imputación, es decir, que allí siempre se hizo alusión a un delito de Homicidio Agravado y no a un Homicidio Simple; en tanto, el delegado Fiscal pregona que aquí priman las circunstancias sobrevinientes que lo obligaron a presentar un escrito de acusación con un cargo diferente, debido a la prueba ahora conocida, no otra que las versiones de quienes acompañaban al occiso.
A juicio del Tribunal, fue atinada la posición asumida por la señora Juez cuando sostuvo que esa variación en la calificación era posible, a lo cual agregamos que era también un deber funcional del ente acusador, puesto que, si a voces del artículo 351 de la Ley 906 de 2004: “en el evento que la fiscalía, por causa de nuevos elementos cognoscitivos, proyecte formular cargos distintos y más gravosos a los consignados en la formulación de la imputación, los preacuerdos deben referirse a esta nueva y posible imputación”, entonces, con mayor razón está obligado el funcionario a consignar lo favorable a esa inculpación. 
Es perfectamente posible un cambio en la imputación que sirve de fundamento a la acusación pero sólo por vía de excepción. Esto puede ocurrir por la existencia de un error sustancial de hecho o de derecho en la adecuación típica del comportamiento o por prueba sobreviviente que varíe también sustancialmente el núcleo esencial fáctico que sirvió de fundamento a la acusación. El Fiscal está en la obligación de dar a conocer la necesidad de la variación, y el Juez está llamado a hacer el correspondiente pronunciamiento dado el ejercicio del control que se le ha conferido y en consideración al poder de jurisdicción que ostenta.

Esa posibilidad de variar la calificación una vez concretada la acusación, tanto en contra como a favor del justiciable, se viene abriendo paso desde la puesta en vigencia de la Ley 600 de 2000, y en relación con la modificación favorable que es la que ahora nos interesa, ya la jurisprudencia de esa época había precisado que: “...no constituye motivo de ineficacia de lo actuado el hecho de que el calificador por antonomasia en ese momento haya descartado una circunstancia de agravación”.

Hoy por hoy, esa posibilidad es aún más apremiante, porque a diferencia de lo que acaecía en el anterior procedimiento de la Ley 600 de 2000, con el nuevo sistema acusatorio el decaimiento de la pretensión acusatoria por parte del Fiscal, manifestado expresamente ante el Juez, obliga a éste a la emisión de un fallo absolutorio. La  jurisprudencia sobre el punto pregona que en aplicación de la Ley 906 de 2004 cuando el fiscal abandona su papel de acusador para demandar la absolución, tal actitud puede entenderse como un verdadero retiro de cargos, pues este es el titular de la acción penal; así, mientras en la Ley 600 y en vigencia del Decreto 2700 de 1991 un juez de conocimiento puede condenar a un acusado aun mediando petición expresa de absolución por parte del fiscal, el Ministerio Público, el sindicado y el defensor, en la Ley 906 del 2004 este proceder no es permitido, pues se requiere la acusación expresa de la Fiscalía.

Para dar contundencia acerca del poder de variación de la calificación que ostenta el ente Fiscal, el Tribunal trae a cuento dos decisiones de la Sala de Casación Penal que nos deben llamar la atención, una de ellas es la Sentencia del 14 de marzo de 2006, M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón, por medio de la cual se indicó que en los trámites ordinarios la Fiscalía no está atada indefectiblemente a los términos de la acusación, admitiéndose incluso una variación dentro del juicio en sus alegatos concluyentes. De igual modo, una más reciente en donde hubo lugar a analizar un asunto bien similar al que ahora nos convoca, pues el Fiscal no sólo retiró una agravante específica del Homicidio que ya se tenía contemplada desde la imputación -como ocurrió en este caso-, sino que adicionalmente agregó un cargo por Porte Ilegal de Armas; pese a ello, la Corte consideró que esa forma de proceder era ajustada a derecho (nos referimos a Sentencia del 21 de febrero de 2007, Rad. 26.587, M.P. Marina Pulido de Barón). 
Todo lo dicho, para demostrar que no es refractaria la figura de la variación de la calificación al nuevo esquema procesal penal. Sin embargo, ahora esta Sala de Decisión emprenderá la tarea de argumentar que sólo en caso extremo de inatención al deber funcional, sería factible aceptar la petición que nos presenta el señor apoderado de las víctimas en cuanto pretende que las cosas vuelvan a su estado original. Y así es porque la única censura que podría tener cabida en este particular procedimiento, sería la consistente en que el Fiscal encargado de la acusación desconoció la realidad probatoria e impuso caprichosamente su personal entendimiento; lo cual, como es apenas comprensible, lleva inmersa una afirmación grave en cuanto se estaría sosteniendo que incurrió en una vía de hecho en detrimento del cabal ejercicio de sus funciones. Y para demostrarlo, se debe establecer que con su actitud potencialmente defraudaría no sólo sus intereses particulares sino los colectivos de una recta Administración de Justicia -fin último del procedimiento-, porque recuérdese:

La negociación preacordada se lleva ante el señor Juez del conocimiento en aquellos eventos que fáctica, probatoria o jurídicamente lo ameriten, motivo por el cual puede ser rechazada cuando no se respetan los supuestos de hecho, no hay fundamentos razonables para hacer la negociación, no existe evidencia y por lo mismo se pretende acusar fraudulentamente, o no se ha respetado la verdad material.

Primordial es recordar los fines de las negociaciones preacordadas que consagra el artículo 348 del nuevo estatuto, entre ellos, observar las pautas trazadas como política criminal, aprestigiar la administración de justicia y evitar su cuestionamiento; todo ello, previo el análisis por parte del Fiscal de la “debilidad de su caso”. 

Desde luego entonces que la víctima, como el que más, puede oponerse al criterio del Fiscal en orden a depurar de vicios la acusación con respecto a alguno de los extremos del punible, tema acerca del cual ha puesto un punto final de discusión el fallo de constitucionalidad recientemente adoptado por el órgano de cierre en esa materia; nos referimos a la Sentencia C-209 del 21 de marzo del presente año, por medio de la cual, entre otras decisiones, declaró la exequibilidad condicionada de los artículos 333 y 339 del nuevo estatuto, para precisar que las víctimas en el proceso penal pueden “allegar o solicitar elementos materiales probatorios o evidencias físicas específicas” y “hacer observaciones concretas al escrito de acusación”. Sin embargo, es deber de este Tribunal precisar que es a ella -a la víctima- a quien corresponde la obligación de demostrar el yerro oficial, pues en el sujeto procesal que acusa existe la presunción de legalidad y acierto en su determinación como servidor público que ostenta la función constitucional de adecuar los hechos con relevancia jurídico-penal a las disposiciones sustantivas vigentes. 

Lo que se acaba de decir tiene sustento en lo que ya había analizado la misma Corte Constitucional al comienzo del sistema acusatorio, cuando al estudiar los deberes de los afectados en la averiguación de los hechos en su Sentencia C-1177 del 17-11-2005, con ponencia del Dr. Jaime Córdoba Triviño, indicó:   
El inicio de la acción y el adelantamiento de la correspondiente investigación de un hecho probablemente delictuoso, se producirán “siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo” (Art. 250 CP) (…) La expresión “siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo” (Art. 250 CP), impone al denunciante una carga informativa que permita inferir razonablemente que el hecho denunciado efectivamente existió. No se trata de trasladar al denunciante la carga probatoria sobre la materialidad del hecho, la cual evidentemente reposa en la agencia investigadora, sino de comprometerlo con un deber elemental de rodear de credibilidad su declaración de conocimiento y de aportar información, no pruebas, que permitan construir una hipótesis de investigación.
Así las cosas, el Tribunal considera que es atinado concluir, que si el afectado es corresponsable en el deber de información para efectos de demostrar la existencia del hecho, ese deber compartido con la Fiscalía también involucra el aportar los ingredientes fácticos que den sustento a las agravaciones específicas. Y así debe ser porque mal haría la víctima en censurar la actuación del Fiscal por no introducir una circunstancia de mayor punición, si él mismo no aporta elementos de convicción suficientes para su cabal demostración.
Para el evento que nos concita, estamos en presencia de un agravante que posee unas características singulares de no fácil comprobación, lo que para el caso concreto se traduciría en establecer dentro del contexto fáctico, qué gravedad presentó la ofensa verbal que según se afirma irrogó la víctima a quienes poco antes habían estado haciendo necesidades fisiológicas en vía pública. 
Para admitir la agravación por “motivo fútil”, se tendría que concluir que MOSQUERA VELÁSQUEZ actuó por una circunstancia baladí, nimia o irrisoria. Nimiedad o gravedad de ofensa que no puede analizarse en forma objetiva o ex post, sino ex ante y atendido el contexto de la acción que involucra la subjetividad y estado de ánimo de quien la hace y de quien la recibe en el momento. Verbi gracia, un insulto puede ser muy grave emitido de manera acalorada con el ánimo de exacerbar el ánimo del opositor; pero, también puede ser considerado irrelevante si se hace en medio de contertulios acostumbrados a compartir chanzas de manera jocosa. 
En el caso que ocupa nuestra atención, obligado es sostener que se desencadenaron una seria de sucesos que no es posible desligar, pues obsérvese que si bien tenía sentido el reproche hecho a los morenos que allí se encontraban, puesto que hacer necesidades fisiológicas en sitio abierto al público (esquina del barrio) es acto deplorable que amerita reproche de la comunidad, tanto así que está catalogado como una contravención de policía por el Manual de Convivencia -art. 67 Ordenanza 060 del 21 Nov 2001-; lo que a continuación surgió, fueron los improperios que exacerbaron los ánimos y dieron lugar a la confrontación. En esas condiciones, la ofensa verbal recibida sí fue determinante para la acción, pues desbordó los límites de lo socialmente tolerable y a no dudarlo impide que se tenga la reacción violenta como fruto de una nimiedad o insignificancia al punto de agravar la punición como lo pretende el representante de las víctimas.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira CONFIRMA la providencia objeto de apelación, por medio de la cual el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta capital admitió el preacuerdo celebrado entre el Fiscal y el acusado debidamente representado por una apoderada de la Defensoría Pública.                              
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 
� C.S.J. Sentencia de Casación penal de febrero 13 de 2003, Rad. 13733, M.P. Fernando Arboleda Ripoll, que acoge a su vez lo señalado en la Sentencia del 04 de febrero de 1999, M.P. Jorge Aníbal Gómez.


� C.S.J., Sentencia 15.843, Julio 13 de 2006 M.P. Alfredo Gómez Quintero.


� En ese sentido se pronunció este Tribunal Superior con ponencia de quien ahora ejerce igual función, en Sentencia, enero dieciocho (18) de 2005, reiterada en providencia de Mayo 25/06, Radicación 66400-31-89-001-2005-00097-00 donde se hizo un análisis más extenso sobre este específico tema.
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